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¿Qué significa “democratizar” la democracia?
Expectativas normativas, modelos políticos 
y cambio institucional

Alejandro Monsiváis Carrillo*

El objetivo de este trabajo es discutir lo que implica robustecer la 
democracia. Se abordará, en primera instancia, el debate en torno 
a la calidad de la democracia. En segundo lugar, se argumentará, 
que el fortalecimiento de este régimen implica la profundización de 
las condiciones de participación, competencia y rendición de cuen-
tas político-electoral. Enseguida se revisan los planteamientos que se 
han formulado alrededor de los modelos de democracia y se resaltan 
algunos atributos del diseño constitucional que contribuyen a equili-
brar las expectativas normativas de la gobernanza democrática. Final-
mente, se destaca la importancia de afi nar las estrategias de análisis 
empírico para abordar las políticas del cambio institucional. El texto 
concluye con una refl exión respecto al caso mexicano.

Palabras clave: Calidad de la democracia, modelos de democracia, 
diseño institucional, cambio institucional, México

The main purpose of this paper is to discuss what means strength-
ening democracy. I address, in fi rst instance, the debate about the 
quality of democracy. Secondly, I will argue that the strengthening of 
this type of political regime involves the deepening on the conditions 
of participation, competition and accountability of electoral politics. 
Then, I will review the approaches that have been made about the 
different types of democracy and will highlight some aspects of consti-
tutional design that contribute to balance the normative expectations 
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of democratic governance. Finally, I will highlight the importance of 
refi ning the empirical strategies to address institutional change poli-
cies. The text concludes with a refl ection on the Mexican case.

Key words: Quality of democracy, types of democracy, institution-
al design, institutional change, Mexico.

Introducción

La refl exión que se desarrolla en estas páginas está motivada por el 
desempeño de la democracia en México durante la última década. Si 
se deja de lado la evaluación que se pueda hacer respecto a los re-
sultados generados por los gobiernos electos en este país, resulta pa-
radójico observar que las elecciones competitivas no parecen haber 
mejorado, en general, la calidad de la política democrática. Las ten-
dencias en la opinión pública, indicadores de distinta índole, refl exio-
nes de observadores especializados y evidencia anecdótica convergen 
en una misma conclusión: las elecciones competitivas no parecen ha-
ber traído mejores políticos, mejores partidos ni mejores gobernantes.

A esta lectura desencantada se le podría oponer una visión antagó-
nica, no carente de un toque de cinismo: lo que ha sucedido en México 
no es más que una consecuencia de que se pusiera a funcionar la ma-
quinaria de la democracia. Si el gobierno y las instituciones políticas 
son operados por personas de carne y hueso, que a su vez son portado-
ras de intereses propios y autocentrados, es de esperar que el espacio 
público se llene de querellas mundanas y episodios poco edifi cantes. Si 
la experiencia de la democracia ha sido más prosaica de lo que tendría 
que haber sido desde un punto de vista estrictamente normativo, esto 
se debe a que la democracia es un sistema que sirve para que la luz 
pública caiga sobre aquello que no es ejemplo de virtud cívica.

Una comprensión adecuada del desempeño y funcionamiento de la 
democracia requiere, por tanto, un cierto espíritu para saber apreciar 
el valor de los aspectos más prosaicos de la política. Esta comprensión 
debe quedar enmarcada, por cierto, en un esfuerzo más amplio por 
refl exionar acerca de lo que implica y supone el fortalecimiento de la 
democracia. Baste recordar que con esta bandera se pueden impulsar 
reformas innovadoras al igual que perpetrar actos de fl agrante opor-
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tunismo político. Tras la legitimidad que brinda la soberanía popular 
suelen escudarse los intereses de líderes populistas, autócratas de 
distintos colores, testaferros de poderosos grupos de interés y políticos 
de mediano rango, entre otros. Por legítimo que sea expresar dichos 
intereses, cuando éstos se imponen arbitrariamente sobre las prefe-
rencias y los derechos de la ciudadanía en nombre de la democracia, 
entonces contribuyen al desgaste y deterioro de este régimen. 

Por estos motivos, una pregunta como ésta no es meramente re-
tórica ni rebuscada: ¿cómo hacer más democrática la democracia? En 
torno a esta interrogante ha corrido mucha tinta, pero la problemáti-
ca persiste —véase PNUD (2010). El objetivo de este trabajo es revisar 
tres aspectos asociados a la teorización del fortalecimiento y la pro-
fundización de la democracia. En primera instancia, se señala que 
una concepción procedimentalmente robusta del régimen democrático 
se desprende de las nociones de igualdad y autonomía política de los 
ciudadanos. Entonces, la profundización democrática en un régimen 
que cumple ya con las condiciones mínimas para ser considerado una 
poliarquía es un proceso que supone el robustecimiento de las condi-
ciones de participación, competencia y rendición de cuentas político-
electoral. En segundo lugar, se aborda el debate que se ha generado 
respecto a los modelos de democracia y se destacan algunos atributos 
del diseño constitucional que contribuyen a equilibrar dos expecta-
tivas normativas de la democracia: la representación inclusiva y la 
gobernanza efi caz. Finalmente, se resalta la importancia de afi nar las 
estrategias de análisis empírico que permitan entender los procesos de 
cambio político y reforma institucional. 

Así, este es un trabajo que pretende analizar diversos aspectos teó-
rico-normativos y conceptuales de la democracia, pero tiene también 
como referente central el cambio político en México. Hacia el fi nal del 
trabajo se presentan algunas refl exiones en torno al caso mexicano.  

Repensando la “calidad” del régimen democrático

A partir de la experiencia de los regímenes políticos de la tercera ola, 
y concretamente de las vicisitudes de los regímenes latinoamerica-
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nos durante las últimas tres décadas, se hizo patente la necesidad 
de conceptualizar y explicar la “calidad” de la democracia (Diamond 
& Morlino, 2004; O’Donnell, Vargas e Iazzeta, 2004; PNUD, 2004). Por 
así decir, además de la relevancia que reviste explicar la transición de 
un tipo de régimen a otro (Geddes, 1999), también ha adquirido rele-
vancia identifi car los cambios graduales y cualitativos al interior del 
propio régimen democrático. La refl exión sobre los regímenes políticos 
dejó de centrarse en aspectos como los de las transiciones del autori-
tarismo a la poliarquía, y emergieron así temas como los del Estado de 
derecho, el imperio de la ley y la rendición de cuentas (Mainwaring & 
Welna, 2003; Munck, 2004).  

La necesidad de conceptualizar y observar la “calidad” de la demo-
cracia dio lugar a una productiva agenda de investigación (Levine & 
Molina, 2007). Por ejemplo, una contribución sobresaliente ha sido la 
de Morlino (2005), quien ha argumentado que la calidad de una demo-
cracia debe evaluarse con respecto a los procedimientos, el contenido 
de los derechos ciudadanos y los resultados del régimen. De aquí se 
desprenden cinco dimensiones analíticas: el rule of law (gobierno de la 
ley); la rendición de cuentas democrática; la responsividad del gobier-
no hacia las demandas públicas; la mejora sustancial de las libertades 
políticas; y la obtención de una mayor igualdad entre los ciudada-
nos. Las cinco dimensiones identifi cadas por Morlino proporcionan 
una visión integral y comprensiva de la calidad de la democracia. Sin 
embargo, este planteamiento también es susceptible de ser objeto de 
una crítica fundamental: a partir de esta noción se colapsan atributos 
que pueden corresponder tanto al régimen como al Estado de dere-
cho y a los resultados de las políticas públicas. Como han resaltado 
Munck (2007) y Mazzuca (2007), “estirar” el concepto de “calidad de la 
democracia” hasta que abarque componentes que podrían ser propios 
de otros conceptos, presenta la desventaja de que condensa en una 
misma defi nición aquellas relaciones empíricas que deberían ser dife-
renciadas conceptual y analíticamente.

Las fronteras difusas que caracterizan al concepto de “calidad de 
la democracia” han motivado que diversos analistas exploren aspectos 
y temas con delimitaciones conceptuales más claros. En este sentido, 
Mainwaring, Scully y Vargas-Cullel (2010), dejando de lado el estudio 
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de la “democraticidad” del régimen, se han desplazado hacia el análi-
sis de la calidad de la gobernanza democrática. Este giro implica pasar 
de la evaluación de las cualidades del régimen como tal, a la evalua-
ción de los resultados de las políticas públicas que han generado los 
gobiernos electos bajo las reglas de la democracia.

La preocupación por la “calidad de la democracia”, con todo, con-
tinúa vigente y remite a una cuestión que no ha quedado plenamente 
resuelta: ¿cómo defi nir y cómo observar los preceptos normativos que 
deben maximizarse y equilibrarse entre sí para dar forma a un régi-
men democrático vital y vibrante? Para tratar esta cuestión es nece-
sario aislar los componentes del régimen que, con independencia del 
Estado de derecho, la legalidad, la burocracia y las capacidades del 
gobierno, dotan a una comunidad política de dinamismo democrático. 
A diferencia de lo que plantea Mazzuca (2007), no se trata solamente 
del acceso al poder a través de elecciones regulares, limpias y compe-
titivas. Una concepción robusta del régimen democrático (Coppedge, 
2007) sigue teniendo en su centro la selección de representantes y la 
formación del gobierno, pero ofrece la posibilidad de ampliar el tipo 
de fenómenos y procesos que serían indicadores de la “calidad” de la 
política democrática. 

Para abordar esta cuestión es preciso comenzar desde el principio: 
un régimen democrático es el que se origina en el principio de la igual-
dad política de los individuos adscritos a ese régimen (Christiano, 1996; 
Dahl, 1971; Habermas, 1998; Held, 1996). Una comunidad política (po-
lity) democrática es la que tiene su base en la autodeterminación y el 
autogobierno de un conjunto de individuos que se reconocen moral, ju-
rídica y políticamente como libres e iguales. Así, de entrada, puede afi r-
marse que la “calidad” de un régimen democrático habrá de ser variable 
en función del grado en que se consiga que la vida público-política de 
una comunidad política esté basada en el ejercicio libre y vigoroso de 
los derechos que se desprenden de las normas de igualdad y autonomía 
políticas. La estructura jurídica e institucional de los Estados constitu-
cionales contemporáneos da soporte al régimen democrático median-
te un conjunto de espacios e instrumentos institucionales para que el 
ejercicio legítimo y autorizado del gobierno se realice con base en los 
preceptos de la autonomía e igualdad políticas ya mencionados.
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De esta forma, el entramado institucional habrá de ofrecer las con-
diciones para que los individuos puedan participar en los procesos 
públicos de formación del juicio político colectivo, la conformación y 
el ejercicio de la representación política, y el proceso de hacer ren-
dir cuentas a los gobernantes (véase Warren, 2006). Las condiciones 
institucionales y los aspectos procedimentales que se requieren para 
cumplir con estos requisitos han sido descritos ampliamente (Dahl, 
1971, 1989; Cohen, 2001; Habermas, 1998): protección de la integri-
dad física y moral de las personas, fuentes alternativas de informa-
ción, libertad de opinión y expresión, derechos de asociación, sufragio 
universal, elecciones regulares, libres, limpias y competitivas, sobera-
nía efectiva de los gobernantes electos. 

Cabe destacar que, hasta este punto, lo que ha quedado plasmado 
son los atributos de lo que se conoce como “la concepción procedi-
mental de la democracia” (Habermas, 1998; Przeworski, 1990, 1997; 
Shapiro, 2003; Sartori, 1987). Sin embargo, esta concepción es, para 
muchos, el origen de los défi cits que se manifi estan en la vida pública 
contemporánea. Santos y Avritzer (2004), por ejemplo, tras una severa 
crítica a este modelo, hacen un llamado a “ampliar el canon democrá-
tico” desde una visión participativa. A grandes rasgos, a la democracia 
procedimental se le critica el énfasis que tiende a colocar en la selec-
ción de las élites, en detrimento de la participación popular (McPher-
son 1977; Pateman, 1976). Dentro de este señalamiento se enmarca la 
tesis de que le otorga primacía al ejercicio de la representación política 
por encima de la participación a todo lo largo del proceso de formula-
ción e implementación de la política pública. 

Por otra parte, también se le adjudica reducir lo “democrático” a la 
operación de instituciones como el sistema electoral, los partidos polí-
ticos y la relación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, relegando 
a un plano secundario las contribuciones a la política que pueden rea-
lizar las dinámicas asociativas, los espacios públicos informales, los 
instrumentos participativos en la gestión pública y los debates discur-
sivos e ideológicos en la esfera pública. De igual manera, se le puede 
objetar que minimiza la relevancia que tiene para la reproducción de 
la democracia la obtención de resultados que benefi cien a la población 
en su conjunto y a los sectores populares en particular. Se puede tam-
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bién considerar como un sesgo inapropiado el espíritu competitivo, 
egoísta, utilitario y adversarial que suele acompañar a esta visión, en 
oposición a una comprensión del proceso democrático más de carácter 
deliberativo, consensual e integrador (Benhabib, 1996; Cohen, 1997; 
Guttman & Thompson, 2004).

Parecería, en breve, que una buena parte de las difi cultades para 
fortalecer la calidad de la democracia proviene de la concepción predo-
minante  —“hegemónica”, se suele decir— que se tiene del régimen, las 
instituciones y los procesos democráticos. Por tanto, de acuerdo con este 
razonamiento, si se quiere promover una “mejor democracia”, entonces 
hay que dar un giro completo, modifi cando tanto los anclajes normativos 
de la concepción vigente de la democracia como la agenda de investiga-
ción que se asocia con ella. La alternativa sería adoptar una perspectiva 
en la que tuvieran notoriedad elementos como la participación, la deli-
beración pública y las políticas del acuerdo y la conciliación. Con este 
giro, sin embargo, sigue abierta la cuestión de cómo conceptualizar al ré-
gimen: es necesario formular una comprensión de la democracia capaz 
de integrar las distintas facetas de la política. Por este motivo, como se 
argumentará en las secciones siguientes, es necesaria una concepción 
procedimentalmente robusta de la democracia para una mejor compren-
sión de la relevancia que tienen el consenso y el confl icto, la deliberación 
y la lucha entre intereses opuestos en la política democrática. 

Las dimensiones del fortalecimiento democrático 

Para desarrollar una comprensión más acabada de lo que signifi ca 
“democratizar” la democracia no es sufi ciente con un desplazamiento 
del énfasis: de la representación a la participación, de la competen-
cia a la cooperación, del sistema político a la esfera pública, o de las 
dinámicas partidistas y los procesos electorales a las dinámicas aso-
ciativas o la vigilancia ciudadana de los procesos de implementación 
de las políticas. Una ruta de mayor integración requiere identifi car 
los asideros conceptuales que permitan una comprensión robusta del 
régimen de gobierno, consecuentes con las normas de autonomía e 
igualdad política que se hallan en la base de la idea de la democracia.
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El desafío consiste en evitar las defi niciones maximalistas, que 
incurren en un problema de estiramiento conceptual (Sartori, 2008; 
Collier y Mahon, 1993). Para tal fi n, es preciso hacer la distinción 
siguiente: evaluar el fortalecimiento de la democracia requiere, por 
principio de cuentas, saber identifi car un régimen democrático. Sólo 
en un segundo momento adquiere sentido evaluar de qué atributos 
en particular se compone una democracia robusta y vital. En con-
gruencia con esto, en este artículo se concibe a la democracia en los 
términos de Mainwaring, Brinks y Pérez-Liñan (2007): un régimen 
en el que hay elecciones libres y competitivas; en el que existen ga-
rantías para la participación inclusiva de los adultos; en el que se 
protegen las libertades civiles y políticas; y en el que las autoridades 
gobiernan sin interferencias de agentes no electos ―por ejemplo, los 
militares.

Es entonces que adquiere sentido la tarea de identifi car las dimen-
siones en las que se podrían observar diferencias en la “calidad” de la 
democracia. Para tal propósito, los preceptos de la concepción de la 
poliarquía de Dahl (1971) continúan siendo relevantes: competencia 
y participación. A estos dos, cabe añadir uno más, estrictamente aso-
ciado al ejercicio de la representación política: la rendición de cuentas 
político-electoral. De esta forma, puede decirse que un régimen podrá 
acercarse o alejarse de los parámetros de una concepción robusta de 
la democracia en la medida en que ofrezca condiciones tendientes a 
fortalecer y vitalizar la competencia o contestabilidad de las decisiones 
públicas, la participación colectiva y la rendición de cuentas asociada 
al ejercicio de la representación política.

El criterio de participación es una pieza esencial. Por principio 
de cuentas, el sufragio debe ser universal y efectivo en el sentido de 
que deben estar garantizadas las condiciones que hacen que los votos 
cuenten. En otras palabras, las elecciones deben ser libres y limpias.  
Pero es momento, como ha señalado Coppedge (2007), de observar en 
qué medida el electorado puede hacer uso, en la práctica, de sus dere-
chos de asociación y participación, empezando por el voto. El absten-
cionismo y la volatilidad electorales son temas que continúan siendo 
de interés para la teoría de la democracia, como también lo son la com-
pra y coacción del voto o la inducción clientelar del sufragio. Al mismo 
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tiempo, ampliar el sentido de la participación y el ejercicio de los de-
rechos políticos necesariamente conduce al estudio de las dinámicas 
asociativas y a las diversas formas de acción pública que se registran 
en el espacio público contemporáneo (Warren, 2001). Centralmente, es 
necesario incorporar a la evaluación del régimen democrático las dis-
tintas variedades de instrumentos participativos que han emergido en 
los países latinoamericanos en las últimas décadas (Dagnino, Olvera 
y Panfi chi, 2006; Santos y Avritzer, 2004). Es necesario conocer cómo 
surgen, cómo funcionan y qué consecuencias tienen los instrumentos, 
espacios y foros públicos en términos de promover la participación y 
la colaboración en la defi nición e implementación de políticas (Fung, 
2003, 2006; Smith, 2009). De igual manera, es necesario considerar 
que las dinámicas y los episodios de política contenciosa tendrían que 
estar presentes también como indicadores del dinamismo democrático 
de un régimen (Tarrow & Tilly, 2007).

En segundo lugar viene el principio de la competencia. Bajo este 
rubro habitualmente se considera si existen elecciones regulares y 
limpias, y un sistema de partidos competitivo que permita la rotación 
de las élites en los cargos públicos. Es competitivo un sistema en el 
que la posibilidad de que los partidos en el gobierno pierdan elecciones 
es auténtica. Sin embargo, de manera congruente con la formulación 
realizada por Dahl (1971) que está presente en los teóricos de la demo-
cracia, el principio de la contestabilidad política puede entenderse de 
una manera más amplia. Concretamente, para ampliar el sentido de 
la competencia/contestabilidad democrática, se le puede dar un giro 
deliberativo. Desde este punto de vista estará más apegada a los idea-
les democráticos una competencia política que, en primera instancia, 
ofrezca mejores condiciones de inclusión y equidad. Esto supone regu-
lar el fi nanciamiento que obtienen los partidos políticos y candidatos, 
el acceso a los medios de comunicación y la conducción de las campa-
ñas electorales. En segundo lugar, la competencia política tendría que 
ser auténticamente deliberativa: debe ser un proceso de discusión, 
apasionada e intensa, si se quiere, que conduzca a identifi car los fi nes 
de la política y a encontrar los medios idóneos para alcanzarlos. El 
espacio público, así, se convierte en una arena de confrontación y dis-
puta argumentales, regida por preceptos de justifi cación y responsa-
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bilidad, que está dirigida a formar e informar el juicio político colectivo 
que precede a la adopción de decisiones políticas y vinculantes. 

En tercer término se localiza la rendición de cuentas político-elec-
toral. Este es un proceso intrínsecamente ligado a la representación 
democrática. Quedan englobados bajo esta etiqueta, de manera in-
dicativa, dos aspectos paralelos. En primer lugar está la rendición 
de cuentas electoral. En su sentido más estricto, esto se refi ere a la 
capacidad que tienen los votantes para emitir mandatos claros a sus 
representantes electos y sancionarlos positiva o negativamente por su 
desempeño; es la facultad que permite a los electores ejercer control 
sobre gobernantes, legisladores y políticos en lo individual a partir de 
sus resultados y rendimiento político (Manin, 1997; Manin, Przewors-
ki & Stokes, 1999; Powell, 2004). En este contexto, no obstante, tiene 
sentido emplear una noción un tanto más amplia, que dé cabida a la 
capacidad de los electores para promover que los gobernantes ofrez-
can justifi caciones públicas de sus actos y que de ello se desprendan 
consecuencias políticas.

En segundo lugar se encuentra el grado de posiciones semejantes 
que los representantes populares y gobernantes tienen respecto a las 
del electorado en cuanto a sus convicciones ideológicas y a temáticas 
concretas de la política pública (Kitshelt & Wilkinson, 2007; Powell, 
2000; 2004). Para ponerlo de una manera un tanto intuitiva, se puede 
considerar que representa mejor al electorado un conjunto de legis-
ladores y gobernantes que comparte las mismas convicciones ideoló-
gicas y que tiene las mismas preferencias políticas respecto a algún 
tema en específi co. Si el electorado es mayoritariamente de centro-de-
recha, sería de esperar que también la mayoría electa fuera de centro-
derecha. Si el electorado está a favor de la despenalización del aborto, 
una legislatura representativa y un Poder Ejecutivo congruentes con 
la mayoría, estarían también a favor de la despenalización del aborto. 
Una adecuada representación política requiere, desde luego, partidos 
fuertes, estructurados programática e ideológicamente, orientados ha-
cia problemáticas de índole nacional, pero también capaces de esta-
blecer estrechos vínculos con el electorado (véase: Cox & McCubbins, 
2001; Kitschelt, 2007; Kitschelt & Wilkinson, 2007; Samuels & Shu-
gart, 2003).  
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Un régimen democrático puede ser, entonces, el escenario en el 
que se manifi este una vigorosa política democrática en la medida en 
que se expanda y profundice el alcance de la participación, la com-
petencia y la rendición de cuentas político-electoral. Esto requiere 
facultar de manera efectiva a los electores para que hagan un uso 
informado y refl exivo del voto y para que se involucren en la creación 
y aplicación de múltiples instrumentos de participación público-polí-
tica. La regulación y la promoción de la competencia político-electoral, 
por otra parte, no sólo deben garantizar que los políticos en el poder 
puedan perder elecciones si así lo manifi esta el voto mayoritario, sino 
también una competencia en la que la contestabilidad sea equitativa y 
sustancialmente deliberativa. Por último, la participación y la contes-
tación tendrían que venir acompañadas de un ejercicio más estructu-
rado y congruente de la representación política. Esto supone fortalecer 
los mecanismos de rendición de cuentas electoral, la estructura pro-
gramática de los partidos y del sistema de partidos, al igual que la 
congruencia y la correspondencia ideológica entre partidos, represen-
tantes y electores. 

Los modelos normativos y el diseño institucional

Un segundo aspecto relevante para comprender los desafíos del for-
talecimiento democrático atañe a la capacidad que tienen los orde-
namientos institucionales para dar cumplimiento a determinadas 
expectativas normativas asociadas a la gobernanza democrática. Las 
instituciones políticas y representativas son determinantes de la ma-
nera en que se pueden regular y procesar adecuadamente la goberna-
bilidad, la acción pública concertada y oportuna y las modalidades en 
las que se ejerce la rendición de cuentas electoral. Las instituciones 
políticas también son un eslabón decisivo en la organización del plu-
ralismo político, la canalización institucional de los clivajes sociales, y 
la representación de la diversidad étnica y sociocultural del régimen. 

Al propio tiempo, se sabe que los ordenamientos institucionales 
permiten alcanzar determinadas metas políticas a costa de otras; es 
decir, ningún arreglo institucional en específi co es capaz de cumplir 
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con cada expectativa que se tenga del proceso de gobernanza. Por 
poner un ejemplo: es conocido que los sistemas electorales, inclusive 
los de tipo mixto (Shugart, 2001), pueden garantizar la formación de 
gobiernos efi caces y decisivos, o bien, promover la representación de 
la diversidad política, pero no pueden cumplir con los dos objetivos 
sin comprometer en alguna medida el cumplimiento de otros objetivos 
igualmente relevantes (Nohlen, 2004). 

A pesar de que se pueden abordar múltiples aristas del problema, 
en este contexto una de las preguntas clave es esta: ¿qué tipo de di-
seños institucionales están asociados con un procesamiento efectivo 
de dos expectativas democráticas que suelen estar en tensión: la ade-
cuada representación de múltiples fuerzas políticas en el proceso de 
formulación de políticas, por un lado, y la gobernanza efi caz y decisi-
va? Un desafío persistente para la teoría de la democracia es identifi -
car mecanismos institucionales que sirvan para optimizar la relación 
entre la pluralidad política, la formación de mayorías inclusivas y el 
desempeño gubernamental efi caz. Para tratar esta cuestión es preciso 
remitirse al debate que se ha generado en torno a los modelos de de-
mocracia. 

Una de las agendas de investigación más productivas en el estu-
dio de los sistemas políticos ha sido la que se originó en torno a las 
ventajas y virtudes relativas de los sistemas parlamentarios y presi-
denciales. La tesis inicial, esgrimida por Linz (1978, 1994), establecía 
que debido a la legitimidad dual de los poderes Ejecutivo y Legislativo, 
y a la ausencia de mecanismos para destrabar las relaciones entre 
esos poderes, en condiciones de gobierno dividido y presidentes con 
un apoyo minoritario en la legislatura, los sistemas presidenciales 
eran más proclives a la quiebra del régimen que los parlamentarios. 
Estudios subsecuentes han revelado que al interior de los sistemas 
presidenciales existe una variedad institucional que hace arriesgada 
cualquier generalización respecto a este tipo de régimen (Shugart & 
Carey, 1992; Shugart & Mainwaring, 2002). Asimismo, otros trabajos 
han mostrado que, así sea que los sistemas parlamentarios tienden 
a permanecer democráticos más tiempo que los presidenciales, no se 
puede afi rmar que esto se deba simplemente a las diferencias en el 
diseño constitucional (Cheibub & Limongi, 2002; Limongi, 2007). 
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El desarrollo que ha tenido el debate presidencialismo-parlamen-
tarismo ha permitido enriquecer la comprensión que se tiene del fun-
cionamiento de los regímenes políticos; al mismo tiempo ha mostrado 
que no es posible asumir que un sistema dado es claramente mejor 
que otro en su funcionamiento y sus consecuencias. La búsqueda de 
asociaciones empíricas entre modelos normativos de la política, dise-
ños constitucionales y desempeño democrático, sin embargo, no se ha 
agotado. Las preguntas se han vuelto más específi cas y las herramien-
tas conceptuales más refi nadas. 

Un estudio destacado que ilustra este punto es el desarrollado por 
Bingham Powell (2000). Este autor, a partir del estudio empírico de 20 
democracias consolidadas, ha mostrado que las democracias contem-
poráneas se conducen con apego a modelos de representación política 
asociadas a dos visiones normativas: el modelo mayoritario y el mo-
delo proporcional. Powell muestra que los diseños constitucionales de 
cada tipo son congruentes con la visión que los anima y que cada uno 
obtiene rendimientos acordes con lo que se espera de ellos: los dise-
ños mayoritarios tienden a formar gobiernos compactos y decisivos, 
que promueven la rendición de cuentas electoral, al tiempo que los 
diseños proporcionales favorecen la representación de la pluralidad 
política, los gobiernos de coalición y el poder de la oposición. Este tra-
bajo, sin embargo, desplaza la pregunta sobre la manera de equilibrar 
representación con efi cacia hacia un lado, pues se limita a evaluar el 
funcionamiento de las instituciones políticas respecto a la modalidad 
proporcional o mayoritaria que adopta el propio diseño constitucional. 

Otra contribución signifi cativa al debate ha sido la tesis de Lijphart 
(2000) de que existen dos modelos prototípicos de la democracia: los 
de orden mayoritario y los de carácter consocional o consensual. La 
diferencia principal entre estos modelos es la manera en que se cons-
truyen las mayorías que habrán de gobernar en nombre del demos. En 
el modelo mayoritario, las mayorías son compactas y prácticamente 
monocolores; en el modelo consensual, en cambio, las mayorías se 
habrán de constituir mediante acuerdos alcanzados entre una plu-
ralidad de fuerzas políticas. El estudio empírico de 36 democracias le 
permite aseverar que las dimensiones en las que se manifi estan las 
diferencias entre las democracias mayoritarias y las de consenso son 
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dos: por un lado, la dimensión ejecutivo-partidos, en la que quedan 
contenidos los sistemas electorales, el número efectivo de partidos, las 
relaciones entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, y la manera en que 
los grupos de interés se vinculan con el poder político. Por el otro, la 
segunda dimensión, federal-unitaria, se compone de elementos insti-
tucionales como la estructura del Estado, el bicameralismo, la rigidez 
constitucional, la revisión judicial y los bancos centrales. 

Los modelos de democracia identifi cados por Lijphart (2000) han 
ejercido una enorme infl uencia en la literatura. Una de las razones es 
que aporta evidencia de que las democracias consensuales producen 
resultados políticos más satisfactorios que las mayoritarias. Según las 
propias palabas del autor, las consensuales son democracias “más 
benignas y benévolas”, pues no sólo tienen un desempeño macroeco-
nómico semejante a las de corte mayoritario, sino que controlan la 
violencia con igual efi cacia y tienen mejores resultados en diversos 
rubros de la política: participación electoral, inclusión política de las 
mujeres, la promoción de la igualdad socioeconómica, mayor satisfac-
ción del público con el desempeño gubernamental, entre otros. 

Para explicar por qué son más “benignas y benévolas” las demo-
cracias consensuales, Lijphart (2000) alude a los mecanismos que 
operan bajo cada uno de los dos modelos. El modelo mayoritario “con-
centra el poder político en manos de una mayoría escasa y, a menudo, 
incluso en una mera mayoría relativa” (Lijphart, 2000: 14); el modelo 
consensual, en cambio, “intenta dividir, dispersar y limitar el poder 
en distintas formas” (ibid.). De esta forma, “el modelo mayoritario de 
la democracia es excluyente, competitivo y de confrontación, mientras 
que el modelo consensual se caracteriza por la inclusión, el pacto y 
el compromiso” (ibid.). El razonamiento es que una estructura insti-
tucional que dispersa el poder obliga a las distintas fuerzas políticas 
a alcanzar acuerdos y a gobernar de manera consensuada. Lijphart 
toma entonces partido por un modelo de democracia en el que el poder 
está “dividido, disperso y limitado”. 

Existen razones, sin embargo, para tomar con cautela tales plan-
teamientos. Por una parte, la evidencia empírica procesada por Lijphart 
(2000) no incluye a la gran mayoría de regímenes latinoamericanos 
―sólo están incluidos en su selección Colombia, Costa Rica y Vene-
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zuela, por ser casos en los que no se había presentado una ruptura 
en el régimen democrático. Precisamente está ausente ese conjunto 
de casos en los que, según la literatura (Linz 1994), la presencia de 
ejecutivos debilitados y un escenario político fragmentado ha estado 
asociado a la quiebra de las democracias. Por otro lado, en un sentido 
más analítico, se puede enfatizar que el mecanismo que hace que el 
poder “fragmentado, disperso y limitado” dé lugar a acuerdos, pactos 
y consensos, no está adecuadamente especifi cado. Tsbelis (2002) ha 
mostrado que al incrementarse el número de jugadores con veto es 
más difícil implementar cambios en la política. Entonces, ¿cómo arti-
cular la dispersión del poder con la consecución de acuerdos? ¿Cómo 
vincular el pluralismo con la efi cacia gubernamental?

Los avances que se han dado en esta dirección han abierto líneas 
de investigación que ameritan explorarse con mayor detalle. Cabe des-
tacar el modelo centrípeto de la gobernanza democrática desarrollado 
por Gerring y Thacker (2008); un modelo que, en sus propias palabras, 
consiste en “una modifi cación del modelo británico de Westminster se-
gún la línea (de Europa) continental” (p. 15). En este contexto, la no-
ción de “gobernanza” alude a la función de coordinación social que se 
efectúa desde el aparato gubernamental, con independencia del mode-
lo de gestión pública que se adopte (Pierre y Peters, 2000). El régimen 
constitucional y las instituciones democráticas, por tanto, constituyen 
mecanismos esenciales en un sistema de gobernanza que responda a 
los ideales del Estado de derecho y de la soberanía popular. Desde esta 
perspectiva, Gerring y Thacker postulan que la gobernanza democráti-
ca tiene un mejor desempeño si las instituciones políticas son inclusi-
vas; esto es, si dan cabida a todos los intereses, ideas e identidades que 
existen en la comunidad política. Al propio tiempo, de acuerdo con esos 
mismos autores, las instituciones políticas deben ser fuente de una 
autoridad efectiva: es necesario que proporcionen mecanismos para al-
canzar e implementar acuerdos políticos. A diferencia de lo que plantea 
Lijphart (2000), la idea fundamental es concentrar el poder antes que 
dividir y dispersarlo. Sin embargo, en armonía con el modelo consen-
sual de la democracia, ese poder concentrado debe quedar en manos 
de un conjunto plural y representativo de fuerzas políticas. Este es un 
argumento provocativo, pues va a contrapelo de una extensa tradición 
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en la teoría política que busca poner límites al poder gubernamental y 
que desconfía de la concentración de la soberanía popular. 

De manera concreta, Gerring y Thacker (2008) postulan que la in-
clusión política y la concentración de la autoridad gubernamental es-
tán asociados con mejores indicadores de gobernanza cuando se pone 
en funcionamiento la siguiente cadena causal: un sistema electoral 
que produce un gobierno sostenido sobre coaliciones compuestas por 
partidos estructurados, disciplinados y con orientación nacional, per-
mite la formación de un gobierno que puede, a la vez, representar in-
tereses, ideas e identidades en confl icto y disponer de una estructura 
de autoridad claramente defi nida para coordinar el proceso de imple-
mentación de la política pública. La evidencia empírica que aportan al 
estudiar los resultados en términos de desarrollo político, económico y 
de desarrollo humano, apoya su planteamiento. 

La puesta en marcha de los mecanismos causales descritos por Ge-
rring & Thacker (2008) requiere una estructura institucional que, en 
términos ideales, presente estas características: una estructura estatal 
unitaria, con un sistema de tipo parlamentario y un sistema electoral 
proporcional con base en listas cerradas. En consecuencia, en la me-
dida en que un régimen se aparte de estas características, se verá en 
difi cultades para articular óptimamente el principio de concentración 
centrípeta de la autoridad con el principio de inclusión política. Esto es 
lo que sucede, de hecho, con los regímenes que siguen el modelo de la 
separación de poderes inspirado en la constitución política de Estados 
Unidos. Carroll & Shugart (2007) describen con precisión la lógica de-
trás de este modelo constitucional: consiste en un esquema que depende 
de la articulación entre las relaciones de jerarquía que se establecen des-
de los votantes hacia los representantes y de éstos hacia la burocracia 
estatal; y las transacciones y vetos mutuos impuestos por los pesos y 
contrapesos de la división horizontal y vertical de los poderes estatales. 

Las democracias constitucionales en América Latina se inspiraron 
originalmente en el modelo de separación de poderes estadounidense, 
si bien durante las últimas décadas han adoptado reformas que las 
han alejado de manera relativa de tal modelo (Negretto, 2003). Con 
todo, la tensión entre representación y gobernabilidad ha sido una 
tensión constante en los regímenes latinoamericanos y lo sigue sien-
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do. Desde la perspectiva de Gerring & Thacker (2008), esto es conse-
cuencia de que, a pesar de que los sistemas electorales en la región 
han adoptado reglas más inclusivas, el poder público está disperso 
entre diversos esquemas de relación entre el Poder Ejecutivo y el Le-
gislativo, en estados en los que se encuentran legislaturas bicamerales 
y, como es el caso de Argentina, Brasil, México y Venezuela, en los que 
el carácter federal del Estado añade puntos de veto adicionales.

La lección que se puede extraer de este planteamiento es nítida: para 
mejorar la calidad de la democracia en los países latinoamericanos es 
necesario dar un giro hacia un modelo centrípeto de la gobernanza de-
mocrática. A primera vista, un obstáculo inamovible podría ser el hecho 
de que las democracias latinoamericanas son presidenciales y el modelo 
propuesto por Gerring & Thacker (2008) requiere un sistema parlamen-
tario. A pesar de algunos debates en ese sentido, es muy baja la proba-
bilidad de que haya un cambio del presidencialismo al parlamentarismo 
en América Latina. Sin embargo, esta primera difi cultad no representa 
un escollo insalvable, pues es posible orientar el diseño constitucional 
de las democracias presidenciales para que presenten algunos rasgos 
del parlamentarismo, congruentes con el modelo centrípeto. 

En esta dirección, Colomer y Negretto (2005) han establecido un va-
lioso precedente. Empleando como criterio normativo el de la maximiza-
ción de la utilidad social ―que se obtiene cuando las decisiones políticas 
son congruentes con las preferencias del votante mediano―, estos auto-
res han identifi cado una serie de lineamientos precisos para promover 
elementos de cooperación interinstitucional entre un congreso multipar-
tidista y el Poder Ejecutivo (sobre esta base, Negreto (2006) ha propuesto 
una serie de reformas constitucionales específi cas para el caso mexicano).  

Las políticas del cambio institucional 

En las secciones precedentes se ha argumentado que la idea de “de-
mocratizar” la democracia supone promover una participación política 
extensa y dinámica, una competencia equitativa y deliberativa, una 
representación política estructurada, congruente, y  una gobernanza 
efi caz. La discusión presentada deja ver también que para alcanzar es-
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tos objetivos es indispensable la reforma de las instituciones políticas 
y la creación de nuevos ordenamientos institucionales. 

Cierto es que la política democrática puede robustecerse y enrique-
cerse por otros medios, por ejemplo, a través de la transformación de 
la cultura público-política. Sea mediante liderazgos renovados, parti-
dos políticos que empujan transformaciones ideológicas y de valores, 
de la densifi cación del asociativismo, de la emergencia de movimientos 
sociales propositivos, o de un efecto aditivo al que contribuyan estos y 
otros factores, en última instancia el motor de la vitalidad democrática 
tendría su origen en la emergencia de nuevos valores y nuevas prácticas 
en el espacio público. El hecho es que esta transformación de la cultura 
público-política, en el mediano y largo plazos, requiere de instituirse de 
algún modo para perdurar. Puede ser que sea mediante la resignifi ca-
ción de las instituciones políticas existentes, o de la reforma o instaura-
ción de otras nuevas, pero en algún momento habrá que dar cuenta de 
la reforma, el cambio o la creación de las instituciones políticas. 

En un sentido más estricto, la profundización democrática tiene que 
llegar a sustentarse en reglas y normas que condensen equilibrios es-
tratégicos congruentes con ese propósito general. En otras palabras, las 
reglas y ordenamientos institucionales deben proporcionar los incen-
tivos necesarios para que el fortalecimiento democrático sea un efecto 
agregado de las decisiones que adopte cada actor político y cada indivi-
duo por separado, inclusive si lo único que cada uno pretende maximi-
zar es su benefi cio propio. Sin embargo, precisamente a raíz de que la 
política involucra la disputa por la distribución de recursos materiales 
y simbólicos, la realidad no siempre coincide con los propósitos de quie-
nes imaginan las instituciones políticas. Las repúblicas ideales tienden 
a chocar con aquellos que detentan intereses materiales concretos y 
tienen distintos medios a su disposición para hacer valer su voluntad.

Por consiguiente, continúa siendo necesario explicar cómo y bajo 
qué circunstancias acontecen cambios en las instituciones políticas 
que pueden tener efectos variables sobre la calidad de la democra-
cia. Con esta fi nalidad, en primera instancia, es preciso resaltar que 
el “cambio institucional” es una noción que necesita precisarse. Por 
principio de cuentas, las instituciones políticas que sean objeto de 
interés pueden ser formales o informales (Helmke & Levitsky, 2004). 
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En segundo lugar, se puede poner atención a cambios en las reglas 
del juego en su sentido más general, como los sistemas electorales o 
la estructura del Estado, o se puede centrar la mira en áreas concre-
tas de los poderes del Estado o la estructura del gobierno, en las que 
el análisis institucional converge con el análisis organizacional. En 
otro sentido, el interés del análisis puede enfocarse en los procesos 
de cambio de fondo, en los que en se transforma sustancialmente y 
en un breve lapso a las instituciones, como los que se expresan en los 
momentos constitucionales o en las reformas al sistema político. De 
igual manera, la mirada puede dirigirse a procesos de cambio gradual, 
cuyas manifestaciones y efectos llegan a ser discernibles en el media-
no y largo plazos (Mahoney & Thelen, 2010). 

Al propio tiempo, para explicar las dinámicas de cambio institu-
cional, es necesario afi nar esquemas de análisis que den cuenta de la 
interacción entre “preferencias y situaciones” (Katznelson y Weingast, 
2005). Esto implica, por un lado, especifi car el papel que desempeñan 
las preferencias de los actores relevantes en la elección de determi-
nadas reglas de juego. En este sentido, diversos modelos de decisión 
estratégica se han empleado para explicar la emergencia de ciertos or-
denamientos institucionales. Como regla general, estos modelos asu-
men que los partidos y los políticos individuales tenderán a preferir 
reglas que maximicen sus posibilidades de ganar elecciones, impulsar 
programas de política, incrementar sus escaños en la legislatura, o 
crear presidencias fuertes (Boix, 1999; Benoit, 2007; Colomer, 2005). 
Estos modelos son indispensables para comprender los mecanismos 
de intercambio estratégico capaz de producir ciertos equilibrios en tor-
no a un conjunto dado de reglas. Sin embargo, los modelos formales 
de equilibrios políticos estratégicos pasan por alto los aspectos con-
tingentes de la política. Como ha resaltado Moe (2005), el institucio-
nalismo infl uido por la teoría de elección racional requiere teorizar 
acerca de cómo el poder infl uye en la estructuración de los escenarios 
de decisión estratégica. 

Por tal motivo, es preciso poner atención a la parte de las “situacio-
nes”. En términos llanos, esto equivale a incorporar los contextos, las 
circunstancias y las contingencias en la teoría institucional. El hecho 
es que la explicación al cambio institucional no puede pasar por alto 
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que las preferencias de los actores y las alternativas de acción están 
moldeadas por un escenario institucional que fue objeto de una de-
cisión estratégica anterior. Por tanto, el rumbo que adopte el cambio 
institucional es “dependiente de la trayectoria” (path dependence) (Ma-
honey, 2001; Pierson, 2000). Entre otras cosas, esto implica que hay 
momentos, “coyunturas críticas”, en los que se defi nen las rutas, que 
seguirán ordenamientos institucionales concretos, y sobre esas ru-
tas se adoptan decisiones que afi anzan la dirección elegida, resultan-
do cada vez más difícil revertir o reorientar el itinerario institucional. 
Adicionalmente, cada situación en particular posee características 
propias que deben ser incorporadas al análisis. De esta forma, los 
estudiosos del cambio en los sistemas electorales han destacado as-
pectos como el carácter extremo y las fallas sistémicas de las propias 
reglas (Shugart, 2005), el contenido normativo y la legitimidad pública 
de las reformas propuestas (Katz, 2005) o las interacciones concretas 
entre élites y masas en los episodios de reforma (Renwick et al., 2009). 

Con herramientas como las que aquí aparecen delineadas, el aná-
lisis de las políticas del cambio institucional puede hacer aportaciones 
signifi cativas para entender los procesos de profundización democrá-
tica. De lo que se trata es de explorar con detenimiento los procesos 
asociados al cambio en los sistemas electorales y en las relaciones entre 
poderes, pero también en los planos asociados al fortalecimiento de la 
participación, la competencia y la representación políticas. En términos 
analíticos, la teorización del cambio institucional se revela como una 
tarea de considerable complejidad. No son los determinantes estruc-
turales ni los propósitos de los agentes políticos los factores causales 
decisivos. Las trayectorias establecidas, las secuencias, los contextos, 
las interacciones entre el público masivo y las élites y, en última ins-
tancia, las contingencias históricas, son elementos clave para entender 
la estabilidad y fortaleza de las instituciones (Levitsky & Murillo, 2009). 

 

Una nota en torno al caso mexicano

El análisis precedente nos permite retornar, así sea de manera su-
cinta, el detonante inicial de esta refl exión: el desempeño de la de-
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mocracia mexicana. La cuestión central es esta: ¿se puede decir que 
la democracia en México se ha fortalecido y revitalizado durante la 
última década? ¿Es posible afi rmar que las pugnas y los escánda-
los públicos son indicativos de que la participación y la contestación 
políticas asientan sus raíces? ¿Es la desconfi anza hacia la política el 
reverso necesario de un espacio público abierto, deliberativo y compe-
titivo? De manera intuitiva, se pensaría que no; que la calidad de la 
democracia en este país no es la posible ni la deseada. En este punto 
es conveniente otorgarle un contenido más sistemático a tal intuición: 
aunque no se pueden demeritar los alcances logrados en más de una 
década, tampoco es conveniente soslayar que el régimen poliárquico 
en México no se encuentra precisamente inmerso en una dinámica 
de robustecimiento. El deterioro y el desgaste sufridos por la política 
ilustran, en efecto, que la ruta sobre la que se avanza apunta en una 
dirección opuesta a la del fortalecimiento democrático. 

En primer lugar, se puede afi rmar que el diseño constitucional y el 
entramado institucional ofrecen incentivos que van a contramano de 
una concepción exigente de la gobernanza democrática. Por ejemplo, 
el diseño constitucional establece condiciones que difi cultan la con-
centración efectiva de la autoridad para el ejercicio de una gobernanza 
efi caz, al mismo tiempo que tampoco ofrece vías para una represen-
tación política inclusiva y cooperativa. A esto contribuye un amplio 
número de factores: las reglas de la elección presidencial; las faculta-
des legislativas del Ejecutivo; el sistema mixto-mayoritario con el que 
se elijen diputados; el sistema proporcional del Senado; la estructura 
de la boleta electoral, con listas cerradas y un voto limitado; y la pro-
hibición de la reelección para todos los puestos de elección popular, 
entre otros. Estos son los atributos que más infl uencia ejercen en las 
difi cultades por las que atraviesa el modelo de gobernanza. 

Como segundo punto a destacar, en los tres ejes fundamentales 
del robustecimiento democrático, México todavía tiene que cubrir tra-
mos cruciales de un camino que no es fácil recorrer. Respecto a la 
participación política, a pesar de que existen múltiples experiencias 
de activación ciudadana y movilización popular, es necesario todavía 
afi anzar las condiciones para el ejercicio de los derechos políticos e in-
crementar la relevancia de la participación pública. Las encuestas de 
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opinión revelan sistemáticamente que los niveles de involucramiento 
ciudadano en temas y acciones públicas y políticas son limitados. De 
igual forma, aunque el sistema de gobernanza electoral en el país ha 
contribuido a garantizar la legalidad y certidumbre en los procesos 
electorales, la compra y coacción del voto continúan mermando los de-
rechos políticos de los electores. El clientelismo y, de manera reciente, 
la violencia y el crimen organizado son otros factores que fragmentan 
y elevan los costos de una participación pública autónoma, extensiva 
y regular. Asimismo, con todo y que se ha creado una amplia gama de 
instrumentos de participación en la gestión pública, la efi cacia y re-
levancia de tales herramientas parecen estar notoriamente limitadas 
(Olvera, 2010). A esto hay que sumar que las protestas y manifestacio-
nes públicas de acción colectiva tienden a ser vistas con desconfi anza, 
cuando no se busca directamente convertirlas en delitos.

Si se pone atención en la contestabilidad y oposición políticas, se 
podría pensar que en este plano se ubican los avances más notables de 
la transformación política en el país: los puestos de elección popular se 
disputan de manera aguerrida y en elecciones regulares, libres y com-
petitivas. Sin embargo, al mirar con mayor detenimiento, se percibe que 
las condiciones de competencia política y electoral favorecen intensos 
episodios de confrontación, todavía con ocasionales brotes de violen-
cia, en los que está ausente una deliberación pública auténticamente 
productiva. Un espacio público caracterizado por vigorosos episodios 
de competencia y oposición requiere medios de comunicación públicos; 
información diversifi cada, veraz y crítica; y también escenarios y opor-
tunidades para debatir, impugnar, acordar, decidir y dar seguimiento a 
las decisiones vinculantes. Estos atributos no describen precisamente 
el tipo de contienda política que tiene lugar en México. Un botón de 
muestra: las campañas electorales distan mucho de ser ejercicios de 
debate, escrutinio y deliberación. Antes bien, en la contienda electoral 
lo que parecen evitar candidatos y partidos por igual es la ocasión de 
someterse a un riguroso escrutinio de los argumentos políticos. La ma-
nifestación más clara de ello es que los debates televisivos durante las 
campañas presidenciales adoptan formatos rígidos y timoratos. 

De manera global, la equidad en las condiciones de competencia 
electoral y la efi cacia de la conducción de las elecciones se enfrentan 
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a nuevos desafíos. De un lado se tiene un marco normativo sobrerre-
gulado: la Constitución política establece con lujo de detalle procedi-
mientos que podrían dejarse a la legislación secundaria; la legislación 
secundaria, el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales (Cofi pe) y las legislaciones estatales, a su vez, contienen una 
intrincada red de disposiciones y regulaciones. A la par, la coexistencia 
de órganos federales y estatales de gobernanza electoral contribuye a 
elevar los costos de la administración y la justicia electoral y, paralela-
mente, difi culta la coordinación intergubernamental en la conducción 
de las elecciones. Por encima de todo, los partidos políticos y grupos 
de interés han conseguido con éxito capturar a las agencias regulado-
ras y “sacar la vuelta” a las restricciones legales, en un escenario en 
el que los recursos materiales y fi nancieros que aportan los diversos 
grupos de interés han probado ser difícilmente fi scalizables. 

Por último, en el eje de la representación democrática también se 
han profundizado, en lugar de revertirse, algunos défi cits cruciales. 
En primera instancia, el diseño constitucional difi culta que se formen 
mayorías representativas de las preferencias del votante mediano. El 
sistema electoral, con todo y su sesgo mayoritario, tiene efectos que 
tienden a fragmentar el Congreso y a elegir presidentes con poco res-
paldo popular y sin facultades ni mecanismos para formar coaliciones 
estables. De esta forma, la coincidencia entre las mayorías electorales 
y las mayorías decisivas en el proceso de formulación de políticas es 
contingente y volátil. El problema se acentúa debido a la precariedad 
de los instrumentos políticos y electorales que pudieran promover la 
rendición de cuentas. Aunque los partidos políticos mexicanos tienen 
una relativa conformación ideológica y cuentan con estructuras orga-
nizacionales fuertes (Langston, 2007), la prohibición de la reelección 
y el cuantioso fi nanciamiento público que reciben los han convertido 
en agentes poco responsables electoral y políticamente ante la ciuda-
danía, y activos promotores de los intereses de los grupos que consi-
guen tener acceso privilegiado a las dirigencias partidistas. Si se desea 
fortalecer la ruta institucional de la democracia y cerrar el paso al 
populismo y las políticas anti-sistema, es indispensable introducir di-
námicas de fortalecimiento de la función representativa del sistema 
de partidos. 
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Vienen a cuento, entonces, las políticas del cambio institucional. 
Sin embargo, para anticipar los escenarios futuros es necesario vol-
tear a ver el camino recorrido. La trayectoria que ha seguido la política 
democrática en México habrá de infl uir decisivamente en las reformas 
que sea posible formular. El punto es que tal recorrido se sostiene 
sobre un equilibrio estratégico que es difícil trastocar. Por un lado, el 
cambio constitucional requiere constituir múltiples mayorías califi ca-
das; por otro, el estatus quo es en realidad bastante generoso con los 
partidos y élites benefi ciados por los distintos acuerdos políticos que 
han constituido a la democracia electoral en el país. Este estatus quo 
también ha favorecido la persistencia de enclaves autoritarios, la in-
fl uencia desproporcionada en las políticas públicas que tienen grupos 
de interés particulares (Banco Mundial, 2007), y el oportunismo y la 
persistente opacidad que prevalece entre los legisladores, gobernantes 
y la burocracia en los tres órdenes de gobierno.

Los costos de efectuar una serie de reformas encaminadas a renovar 
el entramado institucional de la democracia mexicana rebasan amplia-
mente los riesgos que los partidos y las élites políticas están dispuestos 
a asumir. De hecho, como regla general, las reformas institucionales 
necesarias para fortalecer la gobernanza democrática en México de-
jarían mal parados a las dirigencias partidistas, a diversas clientelas 
políticas y a los grupos de interés que han prosperado bajo las reglas 
vigentes. No es difícil, entonces, entender el poco éxito que han tenido 
los intentos de reforma política desde el gobierno de Fox hasta la ini-
ciativa de Calderón en 2009-2010, pasando por la Ley para la Reforma 
del Estado promulgada en 2007. Desde el mismo razonamiento no debe 
sorprender que algunas propuestas vayan claramente en un sentido 
opuesto al requerido, como es el de la restitución de la “cláusula de go-
bernabilidad” que enarboló el gobernador del Estado de México.

La ausencia de reformas sustanciales al régimen político durante 
más de una década no signifi ca que no pueda haberlas en el corto plazo. 
Aquí entra, no obstante, la lógica de la “dependencia del sendero”. Se 
puede prever que si tienen lugar reformas al sistema electoral y a la orga-
nización de las relaciones entre poderes, y si se mantienen los equilibrios 
políticos consolidados en los últimos años, estas reformas habrán de 
contribuir a reforzar la trayectoria construida hasta este momento. Esto 
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implica, de acuerdo con una analogía formulada por Holmes (2003), que 
la certidumbre del gobierno de la ley habrá de cubrir solamente a aque-
llos que tengan el poder fáctico para obtener concesiones y privilegios.  

Consideraciones fi nales

El objetivo de este trabajo ha sido aportar elementos para compren-
der sistemáticamente el sentido del fortalecimiento de la democracia. 
Con esta fi nalidad se han revisado diversos planteamientos en los que 
convergen la refl exión normativa y la investigación empírica. Para con-
cluir, se presenta en seguida una recapitulación integrada de los plan-
teamientos desarrollados en este texto. El argumento central es este: 
“democratizar” la democracia es el proceso de robustecimiento de la 
igualdad y la autonomía política de los individuos, en un régimen que 
cumple con los mínimos para ser considerado una poliarquía. Esto 
acontece cuando existen ordenamientos institucionales que hacen 
efectivos y profundizan los derechos políticos de la ciudadanía. En un 
sentido más concreto, la vitalidad democrática varía conjuntamente 
en la medida en que la participación electoral sea consistente y sus-
tancial; que existan diversos espacios públicos e instrumentos parti-
cipativos; que la competencia y la contestabilidad políticas tengan un 
fuerte sentido deliberativo; y que la rendición de cuentas político-elec-
toral esté sustentada en un sistema de partidos fuertes, estructurados 
ideológica y programáticamente, y capaces de representar diversos in-
tereses y perspectivas políticos.  

La profundización democrática también está asociada con el diseño 
constitucional del régimen. Reconociendo que no existe un modelo que 
pueda servir como parámetro exclusivo o panacea última, la evidencia 
empírica muestra que es posible alcanzar ciertos equilibrios entre las 
distintas variantes del diseño institucional y sus consecuencias. En 
este sentido, Gerring & Thacker (2008) sostienen que el establecimien-
to de instituciones que permitan alcanzar una representación inclusiva 
y, simultáneamente, constituir una autoridad concentrada, puede ser 
la clave para mejorar la calidad de la política y la gobernanza demo-
cráticas. Alcanzar tales propósitos en los sistemas presidenciales, con 
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división de poderes, puede requerir buscar equilibrios entre principios 
contradictorios en la ingeniería constitucional, pero las alternativas 
existen y ameritan explorarse (Colomer & Negreto, 2005).

Las preguntas que surgen entonces son: ¿cómo explicar el surgi-
miento de ciertos modelos institucionales? ¿Qué tanto se puede or-
ganizar la vida política de una sociedad conforme a una visión u otra 
de lo que son las instituciones políticas idóneas? En este trabajo se 
ha apuntado que el análisis de la transformación de las instituciones 
democráticas debe reconocer que el cambio institucional es un proce-
so complejo. Por tal motivo, es recomendable desarrollar estrategias 
heurísticas que busquen identifi car la conexión entre preferencias, 
estrategias y resultados, a la vez que se controlen los efectos que las 
trayectorias, las secuencias, los contextos y las contingencias puedan 
tener sobre el cambio institucional. Esta ruta daría lugar a esquemas 
heurísticos menos parsimoniosos, pero puede, en cambio, ofrecer na-
rrativas analíticas que contribuyan a teorizar el tipo, ritmo y alcances 
de las transformaciones en las instituciones políticas. 

Por último, en un apunte rápido en torno al caso mexicano, se ha 
señalado que la democracia en este país se encuentra inmersa en un 
proceso de desgaste, originado en los equilibrios estratégicos que le die-
ron forma, originalmente, a la democracia electoral. En pocas palabras, 
el régimen mexicano tiene todavía umbrales decisivos que alcanzar. Lo 
mismo en cuanto a la efectividad y extensión de la participación polí-
tica, en lo que hace a la equidad y el carácter deliberativo de la com-
petencia electoral, o respecto a la efi cacia de la rendición de cuentas 
electoral y a la calidad de la representación política. De igual relevancia 
son las consecuencias del modelo de democracia que prevalece en este 
país: el diseño constitucional difi culta una gobernanza democrática a la 
vez representativa, efectiva en el momento de la toma de decisiones, y 
con capacidad gubernamental para implementar las políticas públicas. 

Al discutir este caso, he señalado también que las posibilidades 
del cambio institucional están determinadas por la lógica de los equi-
librios estratégicos entre partidos, gobernantes y grupos de interés. 
Hasta la fecha, una transformación sustancial del statu quo que es-
tuviera dirigida a expandir las garantías democráticas, ha encontra-
do obstáculos para contar con el respaldo de las mayorías políticas 
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necesarias. ¿Qué pasaría, sin embargo, si estas mayorías llegaran a 
construirse? Si la distribución actual de poder en la esfera política se 
mantiene relativamente estable, los cambios previsibles habrán de 
preservar, de alguna forma, los intereses de los actores políticos que 
actualmente se benefi cian del statu quo y que son necesarios para sa-
car adelante la agenda de los gobiernos en turno. El recorrido hecho 
hasta este punto tiene la fi nalidad de contribuir a debatir y precisar 
los contenidos del fortalecimiento democrático. La agenda de investi-
gación conceptual abierta es tan relevante y pertinente como la que 
hay respecto al estudio empírico del desempeño de la democracia. 
Ante todo, este trabajo ha tenido la intención de promover un diálogo 
activo y explícito entre la teoría política normativa y la comprensión 
sistemática de las realidades políticas. La reconstrucción analítica 
de ideales y preceptos normativos requiere precisas herramientas de 
análisis empírico, y viceversa: la comprensión de la política puede ser 
más fi na si los conceptos empleados están fi rmemente asentados en 
una teoría política revitalizada.
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